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Recurso de amparo promovido
Ayuntamiento de Barcelona y
Xavier Val ls Serra.

Recurso

AST]NTO:
por  e1
por don

SOBRE: Sentencla de l-a Sala Quinta
del Tribunal Supremo de L4 de di-
c iembre de 1988,  conf l rmator la  en
apelación de 1a Sentencia de la Sala
Tercera de 1o Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Te-
rr i t .orial de Barcelona de 5 de marzo
de  1988 .

La Sección ha examinado el recurso de amparo promovido por

eI Ayuntamient.o de Barcelona y por don Xavier Valls Serra.

I. - AI\¡:TECEDENTES

Pr imero. -  Mediante escr i to  que tuvo entrada en este Tr ibu-

nal el 2L de enero de 1989, el Ayuntamiento de Barcelona y don

Xavier  Val ls  Serra,  representados por  e1 Procurador  de los Tr i -

bunales don . luan Ignacio Avila del Hierro y asist, idos del Le-

t,rado don Santiago Muñoz Machado, interpusieron recurso de am-

paro contra la Sentencia de Ia Sala de Io Contencioso-

Adminlstrativo de Ia Audiencia Terri torial de Barcelona de 5 de

marzo de 1988,  conf j - rmada poster iormente por  la  de la  Sala Ter-

cera del Tribunal Supremo de 14 de diciembre de 1988, erl cuya

virtud se anuló eI acuerdo det Excmo. Ayuntamj-ento de Barcelona

de L6 de octubre de L987 y se procedió aI nombramiento de don

Daniel Fabregat i  Llorente como Presj-dente del Consejo Munici-

pal del Distr i to de Gracj-a del Ayuntamient,o de Barcelona.
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Segundo.- Los hechos que 1os que trae origen Ia demanda de

amparo son, sucintamente expuestos, 1os que se relacionan a

cont, inuación:

a) En 5 de diciembre de 1986, €l Ayuntamiento de Barce-

lona aprobó unas "Normas Reguladoras de la Organización de los

Dist r l tos y  de Ia  Par t ic ipac ión Ciudadana",  creándose,  con co-

bertura en Ia propia Ley reguladora de 1as Bases del Régimen

Loca l  de  2  de  ab r i l  de  1 -985  ( I .R .B .R .L .  )  (a r t l cu lo  24 )  unos  6 r -

ganos desconcentrados,  los l lamados Dis t r l tos,  est ruct ,urados en

tres órganos:  e l  Pres idente,  e l  Consejo y  Ia  Conls ión de Go-

b ie rno .

b) De acuerdo con 1os previsto en el- art lculo 8 de las

referidas Normas, gue confiere aI Alcal-de la compet'encia para'

a propuesta del Consejo, nombrar y separar a1 Presidente del-

Dis t r i to ,  por  decreto de la  Alca ldfa de Barcelona de L6 de oc-

tubre de L987 se nombró Presidente del Consejo Municipal- deL

Dist r i to  de Grac ia aI  Sr .  don Xavi -er  Val ls  Serra,  €1 cual  habfa

s ido propuesto junto a ot ro candidato,  e l  Sr .  Fabregat  i

Llorent,e, aI haber obtenido ambos el mismo número de votos en

Ia votac ión ce lebrada por  e1 Consejo.

c)  Ef  Sr .  Fabregat  i  L lorente,  a I  no ser  des ignado Pre-

sidente, interpuso recurso contencioso-administrativo, dI ampa-

ro de l -a  Ley 62/1978,  contra e l  Decreto de la  Alca ldfa,  invo-

cando e l  ar t fcu lo 23.2 de ]a  Const i tuc ión.  La Sentencia que

ahora Se impugna estimó J-a demanda y, declarando la nulidad de

Ia resolución de la Al-caldfa nonbrando aI Sr. Valls Serra, PIo-

cedió aI nombramiento del Sr. Fabregat.

d) Interpuestos recursos de apefación por eI Ayunta-

miento y  por  e1 Min is ter io  F iscal ,  fd  Sentencia de Ia  SaIa

Quinta del Tribunal Supremo de t4 de diciembre de L988 los des-

estimó, dI considerar que eI decret.o de l-a Alcaldfa vulneró eI

ar t fcu lo 23.2 de Ia  Const i tuc ión,  ya gue era apl icable aI  caso

el  ar t fcu lo 58 de la  Ley 1/ t987,  de 15 de abr i l - ,  Munic i -pa l  y  de
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Régimen Loca1 de Cata1uña, a] no haberse producido una auténti-

ca propuesta del Consejo al Alcalde (puesto que f iguraban dos

nombres) y no haberse tenj-do en cuenta el número de votos obte-

nidos en Ia l- ista más vot,ada en eI Distr i to de Gracia, PoE 1o

que procedfa el- nombramiento del- Sr. Fabregat y no eI del Sr.

Va l l s .

Tercero.- Se alega en la demanda de amparo gue las Senten-

cias impugnadas han desconocido l-as facultades y funclones del

A1cal -de de Barcelona,  lncurr iendo en vu lnerac ión del  e jerc ic io

del derecho que l-e corresponde a ejercer su cargo público en

Ias condlc lones que establece eI  ar t lcu lo 23.2 de la  Const i tu-

ción, fundamentando tal alegación en Jos términos siguientes:

a)  La decls ión del  A lca1de de Barcelona,  per teneciente

aI  Par t ido Socia l is ta ,  eu€,  en uso de la  facul tad que le  con-

f iere e l  ar t lcu lo 8 de las Normas antes c i tadas,  de Ios dos

candidatos votados por eI Consejo de Distr i to procedió a nom-

brar al- Concej al Soc j-al ist,a, además de estar amparada en l-a

normativa apl- icable, era plenamente coherente desde el punto de

vis ta func ional ,  a l  ser  los Pres identes de Dis t r i to  órganos gue

ejercen func iones desconcentradas del  A lca lde y  están

jerárquicamente subordinados aI mismo.

Sin embargo, las Sentencias que se impugnan, dI anular

eI  nombramiento del  Conceja l  Socia l is ta  y  des ignar  a1 Conceja l

de Convergencia y Unión, basándose en que este últ irno represen-

ta a la  l is ta  e lectora l  más votada en eI '  D is t r l t .o  de Grac ia,

han incurrj-do en una errónea interpretación de Ia legalidad vi-

gente eu€, además, conculca eI derecho fundamental del Alcalde

de Barcelona a l -  e jerc ic j -o  de su cargo pt lb l ico (ar t fcu lo 23.2 de

la Const i tuc ión) .  Esa in just i f icada designación de un conceja l

de un part ido poll t ico dist into al del A1calde supone, €rI efec-

Lo, una fractura en las atr ibuciones de éste úIt imo, Yd que Ia

lógica polft , ica det,ermj-nará criterios frecuentemente encontra-

dos entre dos órganos situados en una relación de jerarqufa,

rompiéndose asl eI principj-o de unidad de gobierno del
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municipio. Este mj-smo principio explica 1a atr ibución del A1-

calde de Ia facul-tad de nombramiento de los Presidentes de Dis-

tr i to y Ia posición jerárquicamente dependi-ente de estos res-

pecto de aquel, y elIo porque ejercen funciones desconcentradas

del  AIcaIde.

En definit iva, con la interpretación sostenida por las

Sentenclas impugnadas, se 1lega a transformar la naturaleza

misma de los órganos de distr i to, eu€ de órganos de1 Ayunta-

miento pasan a configurarse casi como entes locales separados

del  munic ip io ,  y  se a l teran las condic iones de e jerc ic io  del

cargo prlbl ico de A1calde, yd que se le impide ejercer la fun-

c ión de nombrar  a quien e jerc i ta ,  por  v fa de desconcentrac ión,

facultades que son propias de1 Alca1de.

b) Se afirma, erl segundo Iugar, Qü€ eI Ayuntamiento de

Barcelona está legit imado para int,erponer el recurso de amparo,

ya que Ia tutel-a del- derecho fundamental del Alcalde de Barce-

lona aI  e jerc ic io  de las func iones de su cargo que reconoce eI

ar t lcu l -o  23.2 de Ia  Const i tuc ión,  está d i rectamente v inculada a

las competencias atr ibuidas a un órgano del- Ayuntamiento. Con

apoyo  en  l as  SSTC t4L /L985 ,  d€  22  de  oc tub re  y  69 /L988 ,  de  L2

de abr i l ,  €s ev idente 1a leg i t imación del .Ayuntamiento,  Yd que

e] ejercicio del derecho fundamental del Alca1de al cargo pt1-

bl ico y el normal desenvolvimient,o de 1as competencias del ór-

gano municipal están inequfvocament,e unidos, For 1o que el

Ayuntamiento, dl sol icitar el amparo del Alcalde en su derecho

const i tuc ional  reconocido en eI  ar t fcu lo 23.2,  r IO está so l ic i -

tando a lgo a jeno a la  esfera ord inar ia  de sus in tereses,  ya que

defiende al t iempo Ia competencia de uno de sus órganos.

Además, d€ no aceptarse esa legitimación del Ayunt'a-

mient.o, €1 AIcaIde de Barcelona quedarfa en una situación de

indefensión, ya que la vulneración deI derecho fundamental no
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Ia ha producido un acto administrativo, sino l-a anulación de un

acto admin is t rat ivo por  Ia  jur isd icc ión contencioso-

administ,rat iva, For 1o que eI A1calde nunca pudo ser parte del-

recurso contencioso-admin is t rat ivo,  a l  ser lo ,  €r r  todo caso,  " Id

Adrninistración de la que provlene el acto o disposición a que

se ref  iere e l  recurso"  (ar t lcu lo 29 Ley de la  'Jur isd icc ión

Contencioso*Adminis t rat iva ( .  )  .  Por  e l l -o ,  s i  como consecuencia

del proceso contencioso-administrativo se ha producido una

vulneración de un derecho fundamental- del AlcaLde, en su condi-

c ión de cargo públ ico,  y  ef  ar t fcuLo 46 de la  Ley Orgán1ca del

Tribunal Constj-tucional (Ley Orgánica de este Tribunal) Exige

para interponer el amparo haber sido parte en eI proceso judi-

c ia l  prev io,  resul ta  ine ludib le  conclu i r  reconociendo

l-egit imación a1 Ayuntamj-ento para defender en amparo el derecho

fundamental vulnerado del Alcalde.

En definit , iva, si el Tribunal Constitucional ha esta-

blecido que los entes prlbf icos pueden ser t i tulares de derechos

fundamental-es cuando recaben para sf árnbitos de l ibertad de los

que deben d is f rutar  sus miembros (Stc  64/88) ,  hay que conclu i r

que también cuando el AyuntamÍento defj-ende el derecho de su

Atcalde a e jercer  con p len i tud su cargo pt lb l ico,  Í Io  hace s ino

recabar para e1 propio Ayuntamiento un derecho (eI njercicio de

las competencias por eI Alcal-de, conforme a Ia Ley) del que ne-

cesariamente debe disfrutar un miembro de la Corporación muni-

c ipa l .  Y,  en todo caso,  d€ acuerdo con 1o d ispuesto en e l  ar t l -

cu lo L62.L.b)  de Ia  Const i tuc ión,  €1 Ayuntamiento t iene induda-

blement,e un interés leglt imo para interponer el recurso de am-

paro, consist, iendo ese interés en el mantenimiento de Ia inte-

gridad de1 derecho fundamental de su Alcalde al, eJercicio del

cargo púrbl ico.

c) El recurso de amparo se interpone también por el Sr.

Valls Serra, en quien recayó el nombramiento de Presidente del

Consejo de Distr i to de Gracia que luego fue revocado por las

decls iones jud ic ia les que se impugnan.  A ta l  e fecto,  s€ señala

eUe, aunque no fue parte en los procesos contenclosos previos
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al anparo, fo que podrfa determinar su falt,a de legit imación de

acuerdo con 1o prev is t ,o  en eI  ar t , fcu lo 46.1.b)  de Ia  Ley orgá-

n lca de este Tr ibunal ,  10 c ier to  es que e l  Tr lbunal

contencioso-adminlstrat, ivo, pudiendo y debiendo emplazarle, no

1o hLzo, sin que sea razonable trasladar a quienes desempeñan

puesLos prlbl icos la carga de prestar atenclón a los edictos pu-

bl icados en el Bol-et,fn Of icial,  ta1 como se ha venido a recono-

cer  en Ia  STc 34/1988,  de 1 de marzo.  De ahf  que e l  defecto

procesal imputabte aI Tribunal de instancia no deba ser ahora

esgr imido para cerrar le  la  pos ib i l idad de ser  par te en eI  re-

curso de amparo, yd que está en juego su derecho a acceder a un

cargo prlbl ico en condiciones de igualdad. Si Ia designación de

un cargo pr lb l ico no se a justa a las prev is iones lega1es,

automáticamente se produce una vulneración de1 derecho funda-

mental de quien, habiendo sido nombrado conforme a derecho, ha

sido removido sin justi f icacÍón de su cargo. En t1lt. ima instan-

cia, subsidiariamente hay que admitir su intervención adhesiva

en eI proceso como coadyuvante.

d) Finalmente, la vul-neración del artfculo 23.2 de Ia

Constj-tución en que habrfan incurrido l-as Sentencias impugna-

das,  es objeto de un deta l lado anál is is  QU€,  en s ln tes is ,  par te

de las premisas de eu€, de una part,e, €1 derecho de1 art lculo

23.2 de 1a Const i tuc ión comprende eI  e jerc ic io  del  cargo en las

condic iones legalmente prev is tas,  y ,  por  ot ro lado,  de que una

errónea interpretación de la legalidad vigente aplicable aI

e jerc ic io  de un cargo pr lb l ico puede pugnar  con e l  ar t fcu lo 23.2

s i  se produce una in t ,er ferencia obstat , iva a l  e jerc ic io  del  car-

: J v .

Analizadas las Sentencias, es evidente que han aplicado

un criterio (pertenencia a l-a l ista electoral más vot,ada en el

Distr i to) que no está previsto en las normas aplicables, con-

t radÍc iendo ta L.R.B.R.L.  e  imponiendo a l  A lca lde un nombra-

miento s in  just i f icac ión a lguna.  La Sentencia del  Tr ibunal -  Su-

premo ha apl icado,  a ta1 efecto,  ld  leg is lac ión cata lana de Ré-

g imen  Loca l  (Ley  8 / t987 ,  de  15  de  ab r i l ) ,  que  es tab lece  en  su
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artfculo 58 el referj-do criterio, pero es incuestionable que ni

cabe aplicar subsidj-ariamente ese criterio -ya que estamos ant,e

e l  supues to  de l  número  2  de1  a r t l cu l o  20  de  l a  L .R .B .R .L , - ,  n i

hay coincidencia entre Ia naturaleza de los "órganos terri to-

r iales de gestión desconcentrada" contemplados en }a Ley cata-

lana y los Consejos de Dis t r i to  que ha establec ido e]  Ayunta-

miento de Barcelona -ya que aquellos órganos só1o t ienen fun-

ciones consult ivas y asesoras, mientras que la Normas del Ayun-

tamient,o de Barcelona han conferido a los Presidentes de los

Consejos de Dis t r i to  func iones decisor ias y  e jecut ivas propias

de l -  A l ca lde ,10  que  pos ib i f i t a ,  as im ismo,  que  és te  pueda

cesarlos "por razones motivadas de interés general"-.

En definit iva, 1as Sentencias impugnadas han l imitado

sin justi f icación alguna l-as facult,ades que aI Al-ca1de de Bar-

ce lona  1e  o to rgan  l a  L .R .B .R .L .  y  l as  no rmas  d l c tadas  po r  e l -

Ayuntamient.o en ejercicio de su potestad de autoorganlzación,

1o que supone la conculcación deJ- derecho fundamental del artf-

cul-o 23.2 de la Constltución por quedar directamente afectado

eI  e jerc ic io  por  e l  A lca lde de sus func iones.

e) Concluyen l-os recurrentes suplicando se otorgue el

anparo y, en consecuencj-a, S€ declare la nulidad de Ia Senten-

cia de la Sala Quinta de1 Tribunal Supremo de L4 de diciembre

de 1988 confirmatoria de la de Ia Audiencia Terri torial de Bar-

ce lona de 5 de marzo de 1988,  asf  como que se declare Ia  va l j - -

dez del  decreto de la  Alca ldfa de Barcelona de 16 de octubre de

1987 por el que se nombró Presidente del Campo Municipal del

Dis t r i to  de Grac ia aI  I lmo.  Sr .  don Xavier  Val ls  Serra.

Mediante otrosl ,  se sol ic i ta al  amparo de1 art fculo

56.1 de l -a Ley orgánica de este Tr ibunal  1a suspenslón de l -os

efectos derivados de las Sentencias impugnadas hasta que el

Tribunal dict,e sentencia.

Cuarto.-  Por providencia de I  de mayo de 1989, Ia Sección

Cuarta de este Tr ibunal  acordó poner de manif iesto a la
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representación actora y al  Minlster io Fiscaf la posible concu-

rrencia de 1as causas de inadmisibil idad reguladas por el artf-

cuJo sQ.L.a) de l -a Ley Orgánica de este Tr ibunal ,  POt fa l - ta de

legitj-mación del Excmo. Ayuntamiento de Barcelona y del Sr.

Va l l s  Ser ra ,  y  por  e }  a r t fcu lo  50 .1 .c )  de  1a  m1sma,  Por  carecer

l-a demanda manif iest,amente de contenido constltucional, conce-

diéndo1es, conforme a 1o dispuesto en el  ar t fculo 50.3 de l -a

mencionada Ley Orgánica, UII plazo común de diez dfas para que

formularan las alegaciones que estimasen pertinentes.

Quinto.- En su escrito de alegaciones presentado en eI Juz-

gado de Guardia de 1os de Madrid y registrado en este Trj-bunal

el  dfa 26 de mayo de L989, 1a representación actora,  con carác-

ter prevlo, advierte de 1a gravedad de los hechos que han movi-

do a Sus patrocinados a impetrar el anparo de este Tribunal y

de Ia necesidad de un pronunciamiento sobre una cuestión cons-

titucional de primer orden, cüdl es la relativa al- contenj-do de

las competencias del Alca]de y su derecho a conservarlas y

ejercer las con apoyo en el  ar t fculo 23.2 de la Const, i t 'ución. La

gravedad de esos hechos se evidencia en Ia alteración que se ha

producido como consecuencia de Ia sentencia deI Tribunal Supre-

rno, en l-a correlación de la representación. polft ica en el- muni-

cipio barcelonés, al variarse la estrucLura de1 poder municipal

resultante de las elecciones de una forma que resulta inadmisi-

ble y contrar ia a los postulados del  ar t fculo 23.2 de la Cons-

titución. Y a eIIo debe añadirse que e1 Tribunal Constitucional

no ha tenido hasta ahora ocasión de pronunciarse sobre esta

cuest ión,  pues de 1o que se trata,  €S de establecer s i  puede

sostenerse una j-nterpretación de la legalidad que desvirtúe el

contenido de las funciones que al- A1calde de Barcelona le co-

rresponden y cuyo ejercic io está amparado por eI  ar t lculo 23.2

de l-a Constitución, Yd que fue elegido para un órgano con las

competencias que ahora se discuten. Todo eI Io just i f ica,  por

tanto, la adnisíón a t,rámite del recurso.

Por 1o que se ref lere Yd,  en concreto,  a  la  pr imera de las

causas de inadrnisibi l idad, s€ afirma que de no admitirse Ia
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legit imación del- Ayuntamiento de Barcelona necesariament,e ha-

brfa que concluir que un Alcatde no puede defender ante eI Tri-

bunal Constitucional un derecho fundamental cuando su

vulneración se produce como consecuencia de la anulación de un

acto adminj-strativo por é1 dict,ado. Se apoya tal j-nt,erpretación

en la  especia l  natura leza de]  derecho del  ar t lcu lo 23.2 de la

Constltucj-ón, eue implica tamblén el derecho a mantenerse en

Ios cargos púrbl icos y a desempeñarlos de acuerdo con 1o previs-

to en Ia Ley, sln que pueda quedar vacfa de contenj-do la fun-

ción que han de desempeñar y sin que pueda ser dif icultada me-

diante obstáculos ar t i f ic ia les,  d€ manera que a l  suf r i r  e l  A1-

calde de Barcelona una l imi-tación en sus funciones como conse-

cuencia de l-a interpretación sostenida en la sent,encia del Tri-

bunal Supremo, eS lógico que sea eI Ayuntamiento, ld Corpora-

ción representat, iva de Los int,ereses municipales, quien vele

por Ia defensa de un derecho fundamental que es j-nescindible

del respeto a Ia t i t ,ularidad de 1as competencias de uno de sus

órganos.  A este respeCt,o,  carecer fa de sent ido que Se reconoZca

Ia competencia de una Asociación privada para defender derechos

fundament,ales de sus miembros y, sin embargo, S€ l legue a negar

a un Ayuntamiento, eü€ es una Corporacj-ón Pública, cuando eI

derecho fundamental y las competencias de uno de sus órganos

quedan fes ionadas.

Tanbj-én es manif iesta la legit imación de don Xavier Valfs

Serra para interponer eI recurso de amparo, Yd que, siendo Li-

tular del cargo de Presidente de1 Consejo de Dist,r i to de Gra-

c ia ,  s i  no fue par te en los procesos contencioso-

administrativos de los que trae causa este recurso es porque el

Tribunal no Ie emplazó personalmente, r lo pudiéndole i-mputar una

falta de di l igencj-a procesal que incumbe directamente al órgano

jud i c ia l  (S tC  34 /L988 ,  de  l -  de  marzo ) .

Finalmente, en cuanto a la causa de inadmisión previst 'a por

e l  ar t lcu lo 50.1. .c)  de Ia  Ley Orgánica de este Tr ibunal ,  se in-

siste en que Ia cuestión debatida ha girado, desde eI primer

momento,  sobre eI  ar t , fcu lo 23.2 de la  Const i tuc ión,  con lo  que
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paradójico que eI Tribunal Constj-tucional no se pronun-

ahora sobre el fondo de un recurso gue, en l-a vfa conten-

ha tenido como rlnico argumento }a interpretación del- re-

precepto constituclonal-. Además, €I presente recurso de

brinda al Tribunal Constitucional la oportunidad de de-

por vez primera, sobre el alcance del principio demo-

crát , j -co en l -as Corporac iones Locales,  1o que just i f ica,  una Vez

más, la admisión del recurso para que en SU dfa se dicte sen-

tencla sobre el fondo del- mismo.

Sexto.  -  E l  Mj-n is ter io  F iscal ,  €r I  escr i to  reg j -s t rado e l  23

de mayo de 1989,  respecto de la  pr imera de las pos ib les causas

de inadmis ión,  con c i ta  de la  STC L4L/L985,  de 22 de octubre,

afirma que es Ia persona direct,amente afectada Ia que está le-

git imada para recurrir en amparg, Por l-o Qü€, al ser eI recu-

rrente e1 Ayuntamiento de Barcelona y no su Alcal-de, falta esa

relación dlrecta que se exige para estar legit imado activamen-

t€, concurri-endo asf 1a causa de inadmisión deI art lculo

50 .1 .a )  de  l a  Ley  Orgán ica  de  es te  T r ibuna l

De  o t ra  pa r te ,  €1  Au to  942 /1985 ,  de  18  de  d l c iembre ,  d i s -

t lngUe entre 1a defenSa de " l iber tades"  y  "derechos" ,  S iendo en

este segundo caso más reducida la legit imación, dl extenderse

estrictamente al t i tular del derecho subjet, ivo directamente

afectado, citándose expresament,e e} artfculo 23 de la Constitu-

ción entre los derechos que deben ejercitarse estr ictamente por

su  t i t u la r .

En cuanto al Sr. Val]s Serra, é1 mismO reconoce que no ha

sido parte en el proceso judicial- precedente, con 1o que los

Tribunales ordj-narios no han t.enido oportunidad de restaurar l-a

si-tuación jurfdico-constitucional que se dice vulnerada. Con-

curre,  asl  pues, la c i tada causa de inadmisión.

por r1lt imo, €R relación con el contenido constitucional de

la demanda, ent, iende el Ministerio Fiscal que su carencia es

manlf iesta. Asf se deduce del propio tenor ] i teral- de1 art lculo
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23.2 de Ia Constitución, eü€ se remite a "los reguisitos que

señalen l -as leyes" ,  y  ta les requis j - tos no son,  en pr inc ip io ,

revisables en amparo, como recuerda el- Auto 1035/t986, de 3 de

diciembre. En este sentido, tanto l-a Audiencia Terri torial de

Barcelona, como la Sala Quinta del Tribunal Supremo, s€ han ce-

ñido a interpretar la legalidad ordinaria (artfculo 58 de l-a

Ley de Cata luña 8/7987,  de 15 de abr i l ) ,  s in  que esa in terpre-

tación pueda tacharse de contraria a 1o dispuesto en el artfcu-

1o en e l  ar t fcu lo 23.2 de la  Const , i tuc ión.  En consecuencia,  in-

teresa eI  Min is ter io  F iscal  la  inadmis ión del  recurso en apl - i -

cac ión  de  l os  a r t l cuLos  50 . t . a ) ,  e f l  r e l ac i ón  con  eL  46 .L .b ) ,  y

50 .1 .c ) ,  t odos  de  1a  Ley  Orgán ica  de  es te  T r ibuna l

II. - FTJNDAMENTOS .JURIDICOS

Primero.- EI presente recurso de amparo se j-nterpone, en

prlmer lugar, por eI Ayuntamlento de Barcelona, QU€, reclamando

la tutela del- derecho fundamental de su Alcalde al ejercicio de

Ias funciones propias de Su cargo ptlbl- ico que recongce y garan-

t iza eI  ar t lcu lo 23.2 de Ia  Const i tuc ión,  sustancia lmente jus-

t i f ica su leg i t imación para so l ic i tar  e l  re fer ido amparo en dos

razones fundament,ales: en que con el l-o el Ayuntamiento está re-

cabando para eI propio Ayuntamiento un derecho al- normal desen-

volvimiento de Las competencias del órgano municipal, por 1o

que no se está so l ic i tando a lgo a jeno a la  esfera ord inar ia  de

SUS intereSeS;  y  en e l  hecho,  as imismg,  de qUe,  €m CaSO Conf¡ .a-

rio, eI Alcalde quedará en una situación de indefensión, ya gue

no está legit imado para interponer recurso. de amparo por no ha-

be r  s ido  pa r te  en  e l  p roceso  j ud i c la l  p rev io  (a r t f cu lo  46 .1 . .b )

de la  Ley Orgánica de este Tr ibunal ) ,  s i  b ien e l lo  se haya de-

bido a eU€, por imperativo lega] (artfculo 29 de la Ley de la

,Jur isd icc ión Contencioso Adminis t rat iVd) ,  no podfa ser lo  aI  ser

necesariamente parte demandada la Administración munícipal de

la que, como órgano, forma parte.
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La legit, imación que para sf pretende el Ayuntamiento de

Barcelona a f in de reclamar la tutela del derecho fundamental-

de su Alca lde a e jercer  las func iones propias de su cargo

(ar t fcu lo 23.2 Const i tuc ión) ,  consis tentes aquf  en nombrar  a l

pres idente del  Consejo del  Dis t , r i to  de Grac ia de Barcelona,  re-

su l ta ,  s in  embargo,  inaceptable.  Es c ier to  que este Tr lbunal

Const, l tucional ha reconocido l-egit imacfón a las personas jurf-

dicas de Derecho Púrblico siempre que recaben para sf mlmas ám-

bitos de l ibertad de Ios que deben disfrutar sus miembros o 1a

g renera l i dad  de  l os  c iudadanos  (STC 64 /1988 ,  F . , l . L ) ,  pe ro  es

evidente que en eI presenLe caso no concurre esa circunstancia,

ya que el "normal desenvolvimiento de las competencias munici-

pales'r r1o forma parte de1 contenido de derecho fundamental al-

guno protegible por el recurso de amparo. Que la plena efecti-

vidad de los derechos f undamentales det,ermine que 'r la

t i tularidad de Los mismos no corresponde sóIo a los individuos

aisladamente considerados, sino también en cuanto se encuentran

insertos en grupos y organi-zaclones, cuya f inal idad sea

especff icamente la de defender determinados ámbitos de l ibertad

o real- izar los intereses y los valores que forman eI sust,rato

úI t imo del  derecho fundamenta l "  (STC 64/ t988,  F. . f  .1s)  ,  ha per-

mi t ido reconocer ,  por  e jemplo,  eU€ e l  derecho a Ia  l iber tad de

la acción sindical corresponde no sólo a los mlembros de los

Sindj -catos,  s ino a los propios Sindicatos,  o  que e l  derecho de

1os ciudadanos a part icipar en los asuntos pútbl icos 1o pueden

ejercer  los par t , idos pol f t icos o,  en f in ,  que e l  derecho de

asociación 1o pueden ejercer no sólo los indi-viduos que se aso-

c ian s ino también las Asociac iones ya const i tu idas.  De este

modo ,  e r r  l a  STC t4 t / 1985  (F .U .1o ¡ ,  t r as  a f i rma rse  que  "en  t odos

aquellos casos en que el proceso prevj-o ha sido art iculado por

Ia v fa que permi te Ia  Ley 62/L978 para la  protecc ión de dere-

chos fundamentales, Ia l-egit imación para interponer después el

amparo constitucional ante nosotros corresponde a la persona

dj-rectamente afectada (dejando por e1 momento de lado }a excep-

cional fegit imación que se atr ibuye a algunos órganos pt1bli-

cos), y por persona afectada hay que entender aI t i tular del

derecho subjetivo vulnerado o presuntamente vulnerado o,
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excepcionalmente, quienes sin ser titulares del derecho pueden

ejerci tar  éste,  €r  v i r tud de una especial  d isposic ión de la Ley

en atención a su relación con eI derecho o con el t itular de

éI" ,  t ras el Io,  €1 Tr ibunal  reconocer la legi t imación a la Aso-

ciacj-ón recurrente (Ia Unión Sindlcal de Policfa) para defender

Ios derechos e intereses de sus miembros "en Io que concierne a

la alegada vulneraclón de1 derecho a Ia l ibertad sindical" ,

pero no "en 1o que se refiere al derecho a la l ibertad de ex-

presión y a Ia l ibertad de Comunicación, pues este (tlt imo es en

llnea de principio un derecho individual que los miembros de l-a

asociación y sólo excepcionalmente cuando se refiera a aquellas

facetas respecto de las cuales Ia asociación sea t i tu lar  d i rec-

ta de1 derecho podrfa e11a considerarse lesionada, cosa que

aqu l  no  ocur re " .  Y  en  la  rec ien t ,e  STC L80 /1988  (F . ,1  .2e ) ,  se  re -

conocerá también legitimación a 1a ent,idad recurrente (Part,ido

dos social ist .as de Gat ic ia,  PSOE), que alegaba vulneración del

art fculo 23.2 de la Const i tución por Ia resolución judic ia l  im-

pugnada, pues "no (cabe) negar legj-t imacÍón para el amparo a

las personas jur ld icas,  cuyos intereses, por 1o demás, están
j-mbricados con los de las personas que lo int,egran, pudiendo

ser,  consecuentemente,  sujetos pasivos de eventuales lesiones

de sus derechos const l tucionales".

En el  presente caso, s in embargo, r lo es dable apreciar esa

conexión entre los intereses de la Administración municipal y

eI derecho presuntamente vulnerado (artlculo 23.2 Const,itución)

gue pueda legitimar af Ayunt,amiento para interponer eI amparo,

ya que, duÍl cuando se ha reconocido a tal f in Ia suficiencia de

un j -nterés legf t imo en las personas jur ld icas,  s in necesidad de

que sean t l tuLares del  derecho fundament,al  (STC L9/L983),  ta l

posibi l idad, como ya se di jera en eI  Aut,o L35/ L985, "no puede

extenderse, dada Ia naturaleza de1 regurso de amparo, hasta

permitir que a través de éste los poderes pútblicos puedan ac-

cj-onar frente a resoluciones judiciales Qü€, invalidando sus

actos, pudieran haber afectado también de cualquier modo a l-os

derechos fund,amentales de Ios ciudadanos" . La doct,rina conteni-

da en este Auto 135 / 19 8 5 resurta ' €rI f in ' cl-aramente
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t ras ladable aI  presente recurso,  yd que de acept ,arse la

legit lmación del Ayuntamj-ento de Barcelona Eratando de obtener

la  reparac ión de las presuntas l -es iones suf r idas por  su Alca lde

como consecuencla de 1a anulación contencioso-administ,rat, iva

del acto que dj-ctara, de hecho se estarfa posibi l i tando "un

at,fpico medio de defensa ulterior de los propios actos cuando,

como aqul ocurre, fuese eI ente que recurre el autor, también,

de la resoluclón invalidada por el acto judicial impugnado".

De otra parte, esa legit imación tampoco puede anpararse en

el hecho de que el- Alcalde de Barcel-ona, en caso contrario,

quedarla de hecho en una situación de indefensión. Es obvio que

e1 Alcalde, como órgano municipal, imput,ó la resolución admi-

nist,rat iva que adoptó a fa Administración municlpal personif i-

cada de la que forma parte -81 Ayuntamiento de Barcelona-,

siendo por el}o demandada Ia Administración y no el Al-calde en

su condición de órgano municipal. A Ia Administraclón corres-

pondió,  pues,  Ia  defensa en v la  contencioso-admin is t rat iva de

un act,o propio por haber sido dictado por uno de sus órganos,

s in  que 1a poster lor  anulac ión de esa resoluc ión por  sentencia

de 1a jur isd icc ión contencioso-admin is t rat iva Ie  pueda leg i t i -

mar ahora, como órgano que es de la Administración munlcipal,

para en vla de recurso de anparo trat,ar de def ender, QfI Una

nueva instanc ia,  la  legal idad de esa resoluc ión.

En real ldad 1o que se pretende €s,  en efecto,  una rev is ión

de las Sentenclas impugnadas, alegando a ta1 efecto QUQ, al ha-

ber sido anulada Ia resolución de l-a Alcaldla del- Ayunt,amient,o

de Barcelona, se ha vulnerado eI derecho fundamental del Alcal-

de a e jercer  las func lones propias de su cargo.  S in embargo,  RO

basta esa mera invocación para reconocer  necesar iamente la  pre-

tendida legit imación cuando, tal como sucede en el presente

caso, no hay derecho fundamental alguno, r l i  del Alcalde, ni del

Ayuntamiento de Barcelona, en juego. La Alcaldfa de BarcelOna

ejercitó sus competencias y procedió a1 nombramiento de1 Presi-

dente de Dj-str i to municipal- de Gracia, sin que la posterior

anulación del acto de nombramiento pueda considerarse lesiva de
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un pretendido derecho al ejercj-cio del, cargo. Derecho, por 1o

demás, eu€ trata de fundamentarse en eI artfculo 23.2 de Ia

Constitución, cuando l-o que el referido artfculo garantiza es

el "derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funcio-

nes y cargos pt1bl1cos " ,  y rro, evidentemente, €1 derecho aI

e jerc ic io  de las competencias propias del  cargo,  No hay derecho

al  e j  erc i -c  j -o  de las competencias,  s ino deber  de e j  erc i tar las y

de hacer lo ,  ademásr  con arreglo a l  ordenamiento jur ld ico,  Por

1o que nj-nguna Iegitimación puede reconocérse para reclamar el

amparo de un derecho fundamental inexistente. Concurre, d€ este

modo, Por tant,o, Ia causa de inadmisibi l- idad del art lcul-o

50 .1 .a ) ,  en  re l ac i ón  con  e l  46 .L .b ) ,  ambos  de  l - a  Ley  Orgán i ca

de este Tribunal, por falta de legit imación en el Ayunt,amiento

de Barcelona recurrente.

Segundo,- Interpone también recurso de amparo el Sr. Valls

Serra, que, como consecuencia de las Sent,encias impugnadas, ha

sido removldo del cargo para el que fue nombrado por la resolu-

ción de la Alcaldla de BarceLona que ha sido anulada. En la

propia demanda de amparo se advi-erte QU€, si bien eI referido

señor no fue parte en l-os procesos contenclosos previos al- am-

paro, el lo fue debido al hecho de no haber sido emplazado per-

sonaJmente por el Tribunal Contencioso-administ,rat ivo. EI de-

mandante de amparo no alega, sin embargo, vulneración de1 dere-

cho fundamental a la tutela judicial efectiva y a la no

indefensión derivada de esa falta de emplazamiento, sino del

derecho fundamental a permanecer en el cargo de acuerdo con Jos

requis i tos y  condic iones que establecen las leyes (ar t lcu l -o

23.2 de la  Const i tuc ión)  ,  Ios cuales no han s ido respetados por

las Sentencias impugnadas.

Planteada en estos términos la demanda, no serfa en princi-

pio objetable su legit imación por no haber sido parte en el

p roceso  j ud i c ia l  p rev io  ta l  como ex ige  e I  a r t f cu lo  46 .1 .b )  de

Ia Ley Orgánica de este Tr ibunal ,  Yd Qü€,  en efecto,  e l lo  fue

debido a 1a falta de emplazamiento. Sucede, r lo obstante, QU€ eI

hecho de la falta de emplazamiento no posibi l i ta sin más Ia
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legit imaclón que ahora se pretende, por cuanto, ta1 como 1lega

a reconocerse en la propia demanda, resulLa diffcl lmente acep-

table que el Sr. Valls Serra no tuviera conocimlento de1 proce-

so,  pudiendo,  €r r  ese caso,  haberse personado en su condic ión de

persona a cuyo favor se derj-vaban derechos del acto recurrido

(a r t f cu lo  29 .L  b )  o ,  en  todo  caso ,  a r t f cu lo  30 .1  ,  ambos  de  Ia

Ley de Ia Jurisdicción Contencioso Administrativa) Y, conse-

cuentemente, haber sido parte en e1 proceso judicial prevlo al

amparo. Téngase present,e gue, como ha Señalado esüe Tribunal

Const i tuc ional  en Rei teradfs imas ocasiones (por  todas,  €n l -a

propia STC 34/L988,  de 1-  de marzo (F. , I .4)  que c i t ,a  e l  recurren-

te) ,  s i  b ien se ha establec ido como doctr ina genera l  " Ia  ex is-

tencia de un deber de todos los ,Jueces y Tribunales de promover

1as posibi l idades de defensa de todos aquellos que pudieran ser

afectados en sus derechos e in tereses legf t imos por  la  dec is ión

de un proceso contencioso-admj-nistrativo, emplazándolos perso-

nalment ,e s iempre que e l lo  fuera posib1e. . .  " ,  "desde la  perspec-

t, iva de los Ínteresados y de su posible indefenslón, también se

ha matizado aquella doctrina general en eI sentido de declarar

que no se darla esa indefensión real en eI supuesto de que se

tuviera plena cergeza de que los afectados por el acto adminls-

trat,ivo impugnado tuvleron conocimiento oportuno del proceso

contencioso-administrativo, de modo tal que hubieran podido

comparece r  y  se r  o l dos  po r  é I  ( ss r c  LL1 /1983 ,  LL9 /1 "984  y

2/L985) ,  b ien que constando aquel la  cer teza,  suf ic ientemente

acreditada, de ese conocimiento extraprocesal del aludido pro-

ceso contenCioso,  ya que en ese supuesto no ser fa admis ib le  Va-

Ierse de Ia omisión judicial para no comparecer en eI proceso

e invocarLo posteriormente como causa de indefensión (STC

L88/1987,  de 27 de noviembre)  " .  Consecuentement ,e,  s iendo

inexistente la indefensión de quj-en pudiendo haber sido parte

en e l  proceso jud ic ia l  prev io no 1o fue,  es mani f ieSto que Ca-

rece ahora de legit imación por imperatJ-vo del artfculo 46.L b)

de fa Ley Orgánica de este Tribunal, siendo, por tant,o, inadmi-

s ib le  su recurso (ar t lcu lo 50.1.a)  de Ia  expresada Ley Orgáni -

ca )  .
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Tercero. - Final"ment,e, y aun cuando no serf a ya preciso

adentrarse en eI examen de la segunda de las causas de

inadmisibi l idad del recurso, no será inoportuno señalar que, or

relación a la alegada vulneraclón de1 derecho fundamental del

Alcalde de Barcelona a ejercer Las competenclas y funciones

propias de su cargo -derecho que trata de fundarse en eI artf-

cu lo 23.2 de Ia  Const i tuc ión- ,  ta1 pretendido derecho,  como ya

se ha anticj-pado, resulta a todas luces inexistente, dado que

Ios órganos administrativos no son t l tulares de derechos funda-

mentales al ejerciclo de las competencias que les son atr ibui-

das,  v in iendo,  antes b ien,  compel idos a e jerc i tar las s in  per-

ju ic io  de la  correspondiente f isca l izac ión jur isd icc ional .  Por

e1lo se di jo que no podfa reconocerse legit irnación a fa A1ca1-

dfa de Barcelona para int,erponer eI presente recurso de amparo,

sin que de ahf se derive indefensión alguna, rI1 que tampoco eI

Ayuntamiento del- que forma parte pueda considerarse legitimado

para reclamar la reparación de l-a pretendida lesión sufrida por

uno de sus órganos.

Pero es eü€, además, las Sentencias impugnadas -en espe-

cial, la del Tribunal Supremo- se han l irnitado a dar aplicación

a Ia  reg la contenida en eI  ar t fcufo 58 f )  de la  Ley 8/1987,  de

15 de abriI ,  Municipal- y de Régimen Local de Cataluña, QU€ es-

tabl-ece que en 1os "órganos terri toriales de gestión

desconcentrada" etf€, a f in de faci l i tar Ia part icipaclón ciuda-

dana, For acuerdo del Pl-eno de1 Ayuntamiento se creen, "eI car-

go de Conceja l -Pres idente corresponderá a un miembro de la  l is -

ta  más votada en e l  ámbi to ter r i tor ia l  de que se t ra te" .  Est ,a

aplicación, segúrn l-a demanda, habrla supuesto desconocer que la

apl icac ión de d icha Ley es supletor ia  de 1o QU€,  en su caso,

establezcan los correspondientes Reglamentos Orgánicos Munici-

pa1es ,  Yd  que  e l -  a r t f cu lo  20  ,2  de  l a  L .  R .  B .  R .  L .  as f  I o

preceptúa, de manera eü€, como quiera que el Ayuntamiento de

Barcelona dispone de unas Normas Reguladoras de la organlzac' ión

de ]os Dis t r i tos y  de Ia  Par t ic ipac ión Ciudadana,  a 1o prev is to

en estas Normas debfa haberse estado, las cuales atr ibuyen al

Alcalde Ia competencia para nombrar y separar a los Presidentes
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de los Distritos sin otros condicionamientos que 1a designación

venga precedida de una propuesta del Consejo y que el cese 1o

sea "por razones mot ivadas de interés municipal  general" .  A

elLo se unen, además, otras consideraciones acerca de la ruptu-

ra de la unidad de gobierno municipal- gue se produce si se abre

la posibil idad, tal como hacen las Sentencias impugnadas, de

que lleguen a designarse como Presidentes de los Consejos de

Distr i to a Concejales de part idos pol f t i -cos dist intos aI  del

alcalde; y acerca, Lambién, de que esa posibil idad que ha pre-

visto Ia Ley Catalana, dando entrada a Ia designación de un

miembro de la l is ta más votada en el  correspondiente Distr i to,

se just i f ica,  en todo caso, ef i  que para esos órganos no han

sido previstas s ino funciones consul- t ivas y asesoras,  fo QU€,

sin embargo, no sucede en las Normas del Ayuntamiento de Barce-

lona, eue han conferido a los President,es de }os Distritos fun-

c iones  dec isor ias  y  e jecu t ivas .

Pues bien, rro es diffci l apreciar en la demanda de amparo

una manj-fiesta falta de contenido constitucional, ya que 1o que

los recurrentes plantean es una cuestión de estrict,a legalidad

que en manera alguna alcanza relevancia desde la perspectiva

del  ar t fculo 23.2 de Ia Const i tución, bastando señalar al  res-

pect,o las s iguientes precis iones:

En primer lugar, no es exacto que la Ley de Cataluña en

cuestión sóIo atribuya a los "órganos territoriales de gestión

desconcentrada y de part,icipación ciudadana" funclones meramen-

te consul t ivas y asesoras,  ya que eI  ar t fculo 6L.L establece

que " los órganos terr i tor ia les de part ic ipación podrán ejercer

por delegación funcj-ones defiberativas y ejecutivas en las ma-

ter ias relat ivas a la gest ión y ut i l ización de l -os servic ios y

bienes dest inados a act iv idades sani tar ias,  asistenciales,  cul-

turales, deportivas y recreativas, cuando su natural-eza permita

Ia gest ión desconcentrada y no afecte a los intereses generales

del munlcipi-o". No hay lugar, Pol tanto, a afirmar

taxativamente que no hay coincidencia entre la naturaleza de

los órganos terr i tor ia les de gestión desconcentrada
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contemplados en la Ley Catalana y los Consejos de Distrito que

ha establecido el Ayuntamiento de Barcelona, por cuanto es

incuestionable que el tfpico ejemplo de órganos territoriales

de gest ión desconcentrada son preclsamente los Consejos de Dls-

trito, y ya se acaba de ver que las funciones que a aquellos
pueden ser delegadas serán del iberat ivas y ejecut ivas.

En segundo lugar, eue la eLección del Presidente del

Consejo de Distrito deba recaer en un Concejal miembro de Ia

l ist ,a más votada en el  ámbito terr i tor ia l  deI  Distr i to,  y no

necesariamente en un Concej a1 del mismo partido o l-ist,a del A1-

calde, rro rompe, rri imposibil l ta, necesarj-amente, tal como de

contrarj-o afirman los recurrentes, 1a unidad de gobierno y ges-

t ión del  municipio,  ya eu€, a f in de garant izar ese pr incipio

exist .en una ser ie de mecanismos eü€, entre otros,  la propia Ley

Catalana enumera en su art fculo 6L.2,  dI  establecer unos siste-

mas de revisj-ón y control de 1os act,os y acuerdos adoptados por

el órgano de desconcentracj-ón y participación, o prever el

ejercicio de sus funciones de acuerdo con Ios programas y di-

rectr ices estabfecidos por el  P1eno, etc.

F ina lmente ,  s i  b ien  e l  a r t f cu lo  20 .2  de  Ia  L .R ,B .R,L .

Precept(ra que Ia organización municipal compl-ementaria que pue-

dan establecer las Leyes de las Comunidades Autónomas reqS-rá

"en t,odo aquello que su Reglamento Orgánico no disponga 1o cgn-

trario", es evidente que Ias Sentencias impugnadas han procedi-

do a una interpretación de las Normas de1 Ayuntamiento de Bar-

celona en cuest ión y del  ar t lcul-o 58.2. f )  de Ia Ley de Cataluña

elf€, aI estimar no contradictorlas, ha dado entrada a Ia apli-

cación de este úl t imo, ya que e1 Consejo de Distr i to de Gracia

habfa propuesco a dos candidatos y no a uno sóIo, sin que cons-

te que dichas Normas hayan previst,o ta1 posibil idad. Se traEa,

pues, d€ una interpretación gü€, aun cUando pudiera l legarsg a

considerar discutible, alcanza un resultado que no puede cal-i-

f icarse como atentatorio o vul-nerador de1 derecho del recurren-

te "a acceder en condiciones de igualdad a l-as funciOnes y car-

gos públicos con los requisitos gue señalen las leyes"
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(a r t f cu lo  23 .2  de  l -a  Cons t i t uc ión ) ,  ya  que  esos  requ is i t os ,

gún las Sentencias ahora lmpugnadas, en una lnterpretación

zonada y en absoluto injusti f icada, no se reÚtnen en quien

nombrado y sl en quien recurrió contra tal nombramiento.

En atención a todo 1o expuesto, lE Sección acuerda la

inadmisión de] recurso de amparo promovido por el Excmo. Ayun-

tamiento de Barcelona y por don Xavier Vaf1s Serra, procediendo

al  archivo de las actuaciones.

Madrid, dlecinueve de junio de mil novecientos ochenta y

nueve.

se-

ra-

fue


